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Exp. 129/2024-2 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXP. 129/2024/2.

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: **********

	DEMANDADA: H. AYUNTAMIENTO DE SAN LUIS POTOSÍ; TESORERÍA MUNICIPAL; DIRECCIÓN GENERAL DE INGRESOS DE LA TESORERÍA MUNICIPAL; DIRECCIÓN GENERAL DE GESTIÓN TERRITORIAL Y CATASTRO DEL  AYUNTAMIENTO Y LA DIRECCIÓN DE CATASTRO MUNICIPAL; TODAS PERTENECIENTES AL H. AYUNTAMIENTO DE SAN LUIS POTOSÍ.


	MAGISTRADA: MARIA OLVIDO RODRIGUEZ VAZQUEZ.

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: MARIA GABRIELA MARMOLEJO HERNANDEZ.


San Luis Potosí, S. L. P., nueve de septiembre del dos mil veinticuatro. 

V I S T O S, para resolver en definitiva, los autos del Juicio Contencioso Administrativo 129/2024/2, promovido por ********** y
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal, el primero de febrero del dos mil veinticuatro, la C. **********por su propio derecho promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo en contra de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, y otras autoridades, señalando como actos impugnados los que se precisan a continuación:**********
 “PRIMERO.- La nulidad respecto los pagos indebidos hechos por la suscrita, contenidos en los recibos de entero folios número **********, cada uno, expedidos por la Tesorería Municipal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, en fecha 4 y 6 de diciembre de 2023, respectivamente, cobros indebidos efectuadas por la aquí demandada, respecto del inmueble, propiedad de la suscrita, con domicilio ubicado en calle **********, de esta Ciudad Capital, con clave catastral número **********, pagos indebidos que me permito desglosar:

• Respecto del recibo de entero folio número **********, por el pago indebido de los siguientes conceptos e importes:

"Concepto"

"Actualización predi"      "**********"

"Multa Vencimiento P"     **********
"Importe"

"

“Pago de lo indebido que se constituye por la cantidad total de ********** que BAJO PROTESTA DE DECIR VERDAD fue del conocimiento de la suscrita, en razón de que un trabajador de la Tesorería Municipal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, específicamente de la caja recaudadora, me lo señaló al momento de cuestionarle por los conceptos que me habían cobrado, cantidades y conceptos que constan además en el mismo recibo.”

• Respecto del recibo de entero folio número **********, por los pagos de lo indebido de los siguientes conceptos e importes:

"Concepto"

"Multa Vencimiento P"         "**********
"Gastos de ejecución""            **********"

Pago de lo indebido que se constituye por la cantidad total de **********
Demandando e impugnando también, todas y cada una de las consecuencias derivadas, venidas y por venir, de la nulidad de dichos pagos de lo indebido, así como la que me refiero en el punto subsecuente.”

“SEGUNDO.- Como una consecuencia de la nulidad que aquí hago valer, demando, la devolución inmediata, del pago de lo indebido, respecto de los pagos de lo indebido hechos por la suscrita, los cuales constan en los recibos de entero referidos en el capítulo inmediato anterior, devolución que se demanda, por la cantidad total de ********** cantidad que deberá devolverse actualizada, y en su caso, deberá hacerse el pago de los intereses generados, a que hace referencia la ley, desde el dia que se efectuaron los pagos de lo indebido, hasta que se realice su total y absoluta devolución; lo anterior con fundamento en lo dispuesto por el artículo 35, del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí.”

Demandando e impugnando también, todas y cada una de las consecuencias derivadas, venidas y por venir, de la nulidad de dichos pagos contenidos en los recibos correspondientes..”
II.- En acuerdo de quince de febrero del dos mil veinticuatro, se tuvo por admitida la demanda, se ordenó correr traslado con las copias simples de la misma y anexos de cuenta, a las autoridades señaladas como demandadas, emplazándolas para que dentro del término de diez días hábiles a que se refiere el artículo 240 del Código Procesal Administrativo para el Estado, contestara lo que a su derecho conviniera.
Asimismo, se precisó que de conformidad con lo dispuesto en los artículos 69, fracción II y 70, segundo y tercer párrafos del Ordenamiento Procesal Administrativo para el Estado, se tuvo a la accionante por ofreciendo las pruebas que refirió en su escrito inicial de demanda, de las que se reservó su admisión para el momento que se proveyera sobre la contestación de la demanda.

III.- En el proveído de veintiuno de marzo del dos mil veinticuatro, se dio cuenta con los oficios y anexos signado por **********, en su carácter de Primer Síndico Municipal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, por sí y en representación del citado Ayuntamiento; por el Contador Público **********, en su calidad de Tesorero Municipal del Ayuntamiento de San Luis Potosí, y como Superior Jerárquico del Director de Ingresos dependiente de la Tesorería Municipal antes precisada; y por el **********, en su carácter de Director de la Dirección de Gestión Territorial y Catastro del Ayuntamiento de la capital y como superior jerárquico de la Dirección de Catastro; recibidos en la oficialía de partes de este Tribunal los días primero, cuatro y siete, todos del mes de marzo del dos mil veinticuatro;
Por tanto, se tuvo a las citadas autoridades por contestada la demanda ad cautelam y por objetando en cuanto a su alcance y valor probatorio las pruebas ofrecidas por la parte actora; consecuentemente se  ordenó correr traslado de los oficios contestatorios y sus anexos a la parte accionante para los efectos legales correspondientes. 

En ese orden, con fundamento en lo establecido por los artículos 69 fracción II y 70 tercer párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se tuvieron como pruebas de las partes, las siguientes:

A la parte actora, las documentales que anexó a su escrito inicial de demanda, consistente en: 

· Original del recibo de entero ********** expedido por la Tesorería del Municipio de San Luis Potosí.

· Original del recibo de entero ********** expedido por la Tesorería del Municipio de San Luis Potosí.

· La instrumental de actuaciones.

· La presuncional legal y humana.

Del Tesorero Municipal y del Director de la Dirección de Gestión Territorial y Catastro, se les tuvo por ofrecidas y admitidas las siguientes pruebas:

· Copia certificada del nombramiento expedido a su favor, que acompaña anexo a su contestación de demanda.
· La instrumental de actuaciones.
· La presuncional lógica, legal y humana.

Del Síndico Municipal, se le tuvieron por ofrecidas y admitidas las siguientes pruebas:

· La instrumental de actuaciones.
· La presuncional lógica, legal y humana.

Finalmente, visto el estado de autos, con fundamento en el artículo 245 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se fijaron las doce horas del veintitrés de abril de dos mil veinticuatro, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código en cita.
IV.- En la fecha y hora indicada tuvo verificativo la audiencia final, sin la asistencia de las partes; el Secretario de Acuerdos, Licenciado **********, dio cuenta del escrito de demanda y de contestación, e hizo relación de las constancias de autos; en periodo de pruebas, se tuvieron por desahogadas las pruebas documentales de las partes, ofrecidas en tiempo dada su propia naturaleza; en etapa de alegatos, se certificó que no se formularon estos por ninguna de las partes; se citó para resolver y se turnó el expediente para elaborar el proyecto respectivo.
C O N S I D E R A N D O
PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, 7º fracción V, 24 y 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, ya que se trata de una controversia suscitada entre un particular y autoridades municipales del Estado, donde se ejerce jurisdicción, con motivo de una sanción por infracciones a los ordenamientos de tránsito.
SEGUNDO.- La existencia del acto impugnado se encuentra acreditada, toda vez que la parte actora exhibió anexa a su demanda el original de los recibos de entero **********, expedidos por oficina recaudadora de la Tesorería Municipal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, en los que consta el pago de diversos conceptos, entre ellos el de predial; mismas documentales que obran agregados a fojas 8 y 9 del expediente en que se actúa, a las cuales se les concede valor probatorio pleno de acuerdo con el artículo 72 fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado, al ser un documento público y al no haber sido objetadas por la contraparte, por lo contrario, fue reconocida su emisión.
TERCERO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Segunda Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.

En el caso, el interés jurídico de la Parte Actora se encuentra plenamente acreditado en juicio, con las documentales que aportó en el Juicio Contencioso Administrativo, ya que en los recibos de entero **********, expedidos por oficina recaudadora de la Tesorería Municipal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, ejercicio 2018- 2020 y 2022-2023, en los que consta el pago por diversos conceptos, se encuentran dirigidos a **********, Parte Actora en el juicio, por tanto, es evidente que a la Parte Actora le asiste interés jurídico para acudir a juicio.

Tocante a los demandados, compareció ********** Primer Síndico Municipal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, por sí y en representación del citado Ayuntamiento; por el **********, Tesorero Municipal del Ayuntamiento de San Luis Potosí, y como Superior Jerárquico del Director de Ingresos dependiente de la Tesorería Municipal antes precisada; y por **********, en su carácter de Director de la Dirección de Gestión Territorial y Catastro del Ayuntamiento de la capital y como superior jerárquico de la Dirección de Catastro; en términos del artículo 220 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, quienes acreditaron dicha calidad debidamente; el primero con la publicación hecha el día 2 de octubre de dos mil veintiuno, en el Periódico Oficial del Estado, la cual contiene la Declaración de Validez de la elección de los 58 Ayuntamientos del Estado, para el periodo comprendido del primero de octubre de dos mil veintiuno al treinta de septiembre de dos mil veinticuatro y las restantes autoridades con copia certificada de los nombramientos expedido a su favor, mismos que son visibles en la foja 34, 46 y 57 a la 68.

Las documentales en referencia adquieren valor probatorio pleno, con apoyo legal en el artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la accionante en su escrito inicial de demanda, es necesario establecer si en el presente juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

En ese sentido se advierte que la diversa autoridad demandada Dirección General de Gestión Territorial y Catastro del Ayuntamiento de San Luis Potosí y Superior Jerárquico  de la Dirección de Catastro Municipal, al contestar la demanda, propone a manera de excepción que dentro de sus actividades, no se encuentra la de realizar el cobro respecto del impuesto predial; sin embargo debe desestimarse dicho argumento, dado que si tiene injerencia en la determinación del mismo, pues dentro de sus funciones se encuentra la de fijar el valor de los bienes inmuebles, que sirve de base para determinar el impuesto de los mismo.
Por su parte el Primer Síndico Municipal al contestar la demanda como representante legal del Ayuntamiento de San Luis Potosí, manifestó medularmente que se actualizaba la causal de improcedencia establecida en la fracción II del numeral 228, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con el numeral 229, fracción V, del mismo Código, bajo el argumento de  que no se acredita un acto atribuible al Ayuntamiento de San Luis Potosí. 
Al respecto debe decirse que lo argumentado por el Síndico municipal y Representante legal del Ayuntamiento de San Luis Potosí, S.L.P.,  resulta fundado, en virtud de que obra en autos a fojas 8 y 9  del expediente los recibos de entero **********, expedidos por oficina recaudadora de la Tesorería Municipal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, ejercicio 2018- 2020 y 2022-2023, de las que se desprende que en la emisión de la misma, el H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, como tal no lo emitió, toda vez que los Ayuntamientos, como órganos de gobierno de cada Municipio, conforme al artículo 115, fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se integran por un presidente municipal y el número de regidores y síndicos que la ley determine, es decir, constituyen entes colegiados compuestos por los aludidos servidores, y por ello no puede considerarse que el Ayuntamiento como tal sea el que expidió el acto impugnado; por tanto, lo que procede es decretar el sobreseimiento del juicio, únicamente por lo que hace a la diversa autoridad demandada H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, San Luis Potosí.

En ese tenor, de conformidad con lo señalado por el artículo 229 fracción V del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se decreta el Sobreseimiento del juicio por lo que hace al H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, toda vez que como quedo precisado en líneas precedentes, se justificó en autos de este sumario que dicha autoridad no participo en la emisión del acto controvertido por el reclamante, sin que exista prueba alguna que acredite dicho extremo, de ahí que el acto que se le atribuye a la citada autoridad resulte inexistente por lo que a ella respecta.

Finalmente, de acuerdo a lo que ordenan los últimos párrafos de los artículos 228 y 229, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se precisa que esta Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y sobreseimiento, sin que se advirtiera que en la especie se actualizará causal alguna; por lo que, en seguida se procede al estudio de los agravios que arguye la demandante en contra del acto impugnado.

QUINTO.- Los agravios que plantea la parte actora en su escrito inicial de demanda, se encuentran localizados en la foja 04 a la 06 del expediente en que se actúa, que por economía procesal, se tienen por aquí por reproducidos como si a la letra se insertaran. Resulta aplicable por analogía la tesis de jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SÉXTO.- A juicio de la Magistrada Titular de la Segunda Sala Unitaria los conceptos de impugnación que plantea el actor resultan ser por una parte infundados y por otra parcialmente fundados y suficientes para desvirtuar parcialmente la presunción de legalidad del acto impugnado, según las consideraciones siguientes.

La actora en sus conceptos de impugnación medularmente señala lo siguiente

a) Que una de las violaciones efectuadas por la demandada que se desprenden al efectuar el pago de los conceptos “Actualización Predi”, “Multa Vencimiento P”, Multa Vencimiento P” y “Gastos de Ejecución” y que causa el agravios a su esfera jurídica es el artículo 37 del Código Fiscal del Estado, conforme al cual, las facultades de las autoridades para determinar créditos fiscales caducan en cinco años, por lo que el impuesto predial del año 2018 está prescrito, ya que caducaron las facultades de la autoridad y se prescribió la obligación de pago del impuesto predial en términos del artículo 20 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de San Luis Potosí.
b) Que de acuerdo a lo dispuesto en el Articulo 38 del Código Fiscal del Estado, la obligación que tienen los contribuyentes de pagar un crédito fiscal, prescribe en el término de cinco años, extinguiéndose la obligación ante el fisco, y los créditos a favor de este por impuestos, derechos, productos o aprovechamientos, lo que en la especie no sucedió, ya que el cobro de la suerte principal que se demanda, es por concepto de “Actualización Predi”, y el cobro de sus accesorios  por los conceptos de “Multa vencimiento P” y “Gastos de Ejecución”, lo cual es una causa suficiente para decretar la nulidad del pago de lo indebido; además de que son improcedentes los pagos por conceptos de multas y gastos de ejecución ya que nunca se requirió y los pagos fueron realizados de manera espontánea, por lo que no procede multa alguna en términos del artículo 146 del Código Fiscal del Estado y hace énfasis en el artículo 13 del citado Código precisando que el cobro por concepto de “Gastos de Ejecución” es ilegal porque la autoridad en ningún momento ejerció sus facultades de comprobación y requerimiento de pago, por lo que dicho cobro es ilegal.
c) Que se deberá devolver actualizada la cantidad indebidamente pagada por los conceptos de impuesto predial 2018, así como los conceptos de multas  y gastos de ejecución y el pago de los intereses generados desde el día en que se efectuó el pago de lo indebido, hasta la fecha en que se efectué su devolución de acuerdo a la fracción II y V, del artículo 35 del Código Fiscal del Estado.
Como se adelantó los conceptos de impugnación que plantea la actora resultan ser por una parte infundado y por otra parcialmente fundados y suficientes para desvirtuar parcialmente la presunción de legalidad del acto impugnado, según las consideraciones siguientes.

Para explicar la calificación anterior; en principio es conveniente tener en cuenta, que el acto impugnado lo constituyen los pagos indebidos contenidos en los recibos de entero folios números; **********, expedidos por la Tesorería Municipal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, en fecha 4 y 6 de diciembre de 2023, respectivamente.

En ese sentido en el presente considerando se analizara lo relativo al pago de lo indebido, relativo al recibo de entero folio número **********, a la luz de los motivos de inconformidad que hace la actora en su escrito inicial de demanda, en donde se advierte que precisa la parte actora que reclama el pago indebido por la cantidad total de **********, que resulta del cobro de los conceptos e importes consistentes en: 
a) "Actualización predi", por la cantidad de $********** y 

b) **********Multa Vencimiento P", por la cantidad de**********
En ese tenor para dilucidar la materia de la litis debe decirse que el citado recibo de entero folio número **********, valorado con anterioridad, obra a fojas 9 de autos, al haber sido exhibido por la actora, el cual se inserta en  imagen digitalizada enseguida.
(Imagen digitalizada)
De la imagen digitalizada se advierte, que dentro de los conceptos de cobro no aparece ninguno bajo el rubro "Multa Vencimiento P", por la cantidad de **********por lo que, se considera que el argumento del actor resulta por una parte inoperante por basarse en una premisa falsa.

En lo que respecta al argumento  del actor en el sentido de que caducaron las facultades de la Autoridad Fiscal para determinar los créditos por lo que se refiere a los ejercicios fiscales de 2018; a juicio de esta Segunda Sala Unitaria, resulta ser parcialmente  fundado y por tanto suficiente para declarar la nulidad parcial del acto impugnado, es decir del pago que consta en el recibo de entero folio número **********, ello en virtud de las siguientes consideraciones.

En principio conviene puntualizar que la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha definido que cuando en una demanda de nulidad en vía de acción o de excepción se reclame la configuración de la prescripción o de la caducidad, corresponderá a las Salas del Tribunal analizar cuál de esas figuras se actualiza, atendiendo a los hechos contenidos en el escrito de demanda o en la contestación, de tal manera que para el debido análisis de los argumentos planteados por el actor en el concepto de impugnación que se analiza, esta Sala Unitaria adoptara el criterio de la Segunda Sala en la citada jurisprudencia, cuyos datos de localización, rubro y contenido enseguida se transcriben.

Época: Novena Época, Registro: 171672, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia,  Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXVI, Agosto de 2007, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 159/2007,  Página: 565 

PRESCRIPCIÓN O CADUCIDAD EN EL JUICIO DE NULIDAD. CORRESPONDE AL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA DETERMINAR CUÁL DE ESAS FIGURAS SE ACTUALIZA, CONFORME A LAS ALEGACIONES EXPUESTAS EN LA DEMANDA Y EN LA CONTESTACIÓN.

Las acciones y las excepciones proceden en el juicio aun cuando no se precise su nombre o se les denomine incorrectamente. Por otro lado, conforme al tercer párrafo del artículo 237 del Código Fiscal de la Federación, vigente hasta el 31 de diciembre de 2005, coincidente con el mismo párrafo del artículo 50 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, las Salas podrán corregir los errores que adviertan en la cita de los preceptos que se consideren violados y examinar en su conjunto los agravios y causales de ilegalidad, así como los demás razonamientos de las partes, a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada, pero sin cambiar los hechos expuestos en la demanda y en la contestación. En tal virtud, cuando en una demanda de nulidad en vía de acción o de excepción se reclame la configuración de la prescripción o de la caducidad, corresponderá a las Salas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa analizar cuál de esas figuras se actualiza, atendiendo a los hechos contenidos en el escrito de demanda o en la contestación, con la única salvedad de no cambiar o alterar los hechos o alegaciones expresados por los contendientes….”

En ese contexto, para el correcto análisis del argumento que hace el actor en el que invoca la prescripción, primeramente conviene destacar que  el Código Fiscal del Estado establece en sus artículos 37
 y 38
 como figuras de extinción en favor del contribuyente; la de prescripción, respecto de los créditos fiscales por impuestos, derechos, productos o aprovechamientos, y la de caducidad, dirigida a las facultades de la autoridad para determinar la existencia de obligaciones fiscales, señalar las bases de su liquidación o fijarlas en cantidad líquida, para imponer sanciones por infracciones a las disposiciones fiscales, así como las facultades de verificar el cumplimiento o incumplimiento de dichas disposiciones.

En ese sentido conforme a las citadas disposiciones; la obligación de pago de un crédito fiscal, prescribe en cinco años contados a partir de que pudo ser legalmente exigible, y ese término se interrumpe con la notificación formal de un acto dentro del procedimiento administrativo de ejecución o con el reconocimiento del crédito sea expreso o tácito. 

Por otra parte, para que opere la caducidad, al efecto se establece el plazo de cinco años para que se extingan las facultades de las autoridades fiscales para comprobar el cumplimiento de las disposiciones fiscales, determinar las contribuciones omitidas y sus accesorios, así como para imponer sanciones por infracción a dichas disposiciones, los cuales iniciaran a partir de la fecha en que se haya presentado la información necesaria para que la autoridad hubiera podido determinar la obligación o, en su defecto, a partir de la fecha en que haya ocurrido el hecho generador de la obligación o vencido el plazo para su cumplimiento.

Así también cobra relevancia, el contenido del artículo 18  del citado Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, que establece textualmente lo siguiente:

ARTICULO 18.- Es crédito fiscal, la determinación que haga en su favor la autoridad fiscal de contribuciones y/o accesorios a cargo de un contribuyente o responsable solidario. Cuando las leyes así lo señalen, podrá darse el carácter de crédito fiscal a otros adeudos de particulares en favor del Estado o municipios, únicamente para efectos de la aplicación del procedimiento administrativo de ejecución. 

En esa tesitura, se tiene que la lectura sistemática de los citados artículos 18, 37 y 38 del Código Fiscal del Estado, permite a esta Sala Unitaria arribar a las siguientes consideraciones jurídicas:

I.
La obligación de pago de un crédito fiscal es susceptible de prescripción, la cual opera en favor del contribuyente.

II.
La prescripción como figura jurídica en el ámbito fiscal está orientada esencialmente a limitar la facultad de cobro de la autoridad respecto de un crédito fiscal, que bien puede derivar de una autodeterminación del contribuyente, o del ejercicio de las atribuciones legales de la propia autoridad para determinarlo.

III.
La facultad de la autoridad para determinar un crédito fiscal, por regla general caduca en (5) cinco años, contados a partir, -de entre otros supuestos- de la fecha en que haya vencido el plazo para cumplir en tiempo y forma con una obligación fiscal.

IV.
El cómputo del plazo para que opere la prescripción entendida ésta como una limitante para el ejercicio de la facultad de cobro se configura en un plazo de cinco años a partir de la fecha en que la obligación fiscal de pago a cargo del sujeto pasivo de la relación tributaria pudo ser legalmente exigible por la autoridad competente.

V.
La limitante a la facultad de cobro –prescripción- se interrumpe por dos razones: a) por la notificación de una gestión de cobro por parte de la autoridad con motivo del procedimiento administrativo de ejecución (PAE) o por el reconocimiento del crédito –adeudo- expreso o tácito por parte del sujeto pasivo de la relación tributaria.

VI.
La facultad de la autoridad para determinar créditos fiscales –caducidad- es susceptible de suspenderse con motivo de actos de fiscalización y/o tramitación de medios de defensa.

VII.
La noción de crédito fiscal corresponde a una determinación de contribuciones y/o accesorios a cargo de un sujeto pasivo de la relación tributaria.

Ahora bien, en el caso únicamente obra en autos el original  del recibo de entero folio número **********, en el que consta el pago por concepto de predial correspondiente al año 2018, que fue aportado por la demandante para acreditar la existencia del acto impugnado, sin que obre algún otro documento en el que se advierta la existencia de requerimiento alguno por parte de la demandada.
Derivado de lo anterior y atendiendo al criterio emitido por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la Jurisprudencia de rubro “PRESCRIPCIÓN O CADUCIDAD EN EL JUICIO DE NULIDAD. CORRESPONDE AL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA DETERMINAR CUÁL DE ESAS FIGURAS SE ACTUALIZA, CONFORME A LAS ALEGACIONES EXPUESTAS EN LA DEMANDA Y EN LA CONTESTACIÓN”; se colige que en el caso que nos ocupa, el análisis para determinar si se actualiza la extinción en favor del contribuyente, será bajo la figura de la caducidad, prevista en el artículo 37 del Código Fiscal del Estado, que al efecto establece el plazo de cinco años para que se extingan las facultades de las autoridades  para comprobar el cumplimiento de las disposiciones fiscales, contados a partir de la fecha en que haya vencido el plazo para el cumplimiento de la obligación, al tratarse de la determinación de un crédito fiscal.

En ese sentido en primer término resulta pertinente la transcripción del artículo 37 del Código Fiscal del Estado, situación que se realiza a continuación: 

ARTICULO 37.- Las facultades de las autoridades para comprobar el cumplimiento de obligaciones fiscales de pago de contribuciones y accesorios, así como presentación de declaraciones, avisos y documentos, al igual que para determinar créditos fiscales, caducan en cinco años, contados a partir de la fecha en que se haya presentado la información necesaria para que la autoridad hubiera podido determinar la obligación o, en su defecto, a partir de la fecha en que haya ocurrido el hecho generador de la obligación o vencido el plazo para su cumplimiento. 

El plazo de caducidad, podrá ser de diez años en los casos en que el contribuyente no se haya inscrito en el padrón o registro correspondiente o no conserve en el plazo legal, la contabilidad o documentación a que esté obligado. 

El plazo de caducidad se suspende durante el ejercicio de las facultades de comprobación de la autoridad y durante la tramitación de los medios de defensa y juicios a que tenga derecho el contribuyente. En todo caso, el plazo de caducidad, incluyendo las suspensiones, no podrá exceder de diez años. 

Los contribuyentes podrán solicitar a la autoridad fiscal que se declare expresamente la caducidad de sus facultades de comprobación o determinación respecto de una obligación concreta, así como oponer como excepción este derecho en los medios de defensa.

”El énfasis es añadido”

Del artículo anteriormente trascrito se advierte que las facultades de las autoridades para comprobar el cumplimiento de obligaciones fiscales de pago de contribuciones y accesorios, así como para determinar créditos fiscales, caducan en cinco y diez años, contados a partir de la fecha en que haya vencido el plazo para su cumplimiento, según sea el caso.

Así mismo se tiene que la facultad de la autoridad caduca en cinco años, y en base a dicho término que se está en aptitud de solicitar la caducidad, por lo que se tiene que cumplir los siguientes supuestos, los cuales son:

I).- Que haya trascurrido cinco años, a partir del plazo para su vencimiento del pago del impuesto; y

II).- Que dicho término no se haya suspendido, es decir con el ejercicio de las facultades de comprobación de la Autoridad, o con la tramitación de los medios de defensa.

Corolario con lo anterior, también cobra relevancia lo establecido por el artículo 20 de la Ley de Hacienda del Estado de San Luis Potosí, que dice.

(REFORMADO, P.O. 02 DE OCTUBRE DE 2018) 
ARTÍCULO 20. El impuesto predial será anual y su pago deberá hacerse por bimestres adelantados, dentro de los primeros quince días de cada bimestre, en el lugar que al efecto señalen las autoridades fiscales. El impuesto anual nunca será inferior al equivalente a cuatro unidades de medida y actualización; el pago deberá hacerse en una sola exhibición dentro de los tres primeros meses del año.  
REFORMADO, P.O. 19 DE JUNIO DE 2012) 
Cuando se trate de incentivos y estímulos fiscales a la inversión y a la generación  de empleos, los ayuntamientos podrán incluir en su iniciativa de Ley de Ingresos, los descuentos e incentivos que consideren convenientes para el impulso y fortalecimiento del desarrollo económico del municipio.  
(REFORMADO, P.O. 03 DE JULIO DE 2007) 
REFORMADO, P.O. 25 DE MAYO DE 2013) 
(REFORMADO, P.O. 14 DE MARZO DE 2023) 
Tratándose de personas mayores de 60 años; jubilados; pensionados; personas con discapacidad; e indígenas, los ayuntamientos podrán someter a la consideración de la Legislatura Estatal, en su Iniciativa de Ley de Ingresos, una reducción en el pago de este impuesto hasta por un 70% del mismo.  
(ADICIONADO, P.O. 03 DE JULIO DE 2007) 
(REFORMADO, P.O. 25 DE MAYO DE 2013) 
En el caso de los indígenas, la reducción de hasta un 70% se hará sobre los predios cuyo valor catastral se indique en la Ley de Ingresos correspondiente  (ADICIONADO, P.O. 03 DE JULIO DE 2007) Los contribuyentes que soliciten este beneficio deberán acreditar su situación o condición referida, de acuerdo al mecanismo que establezca el municipio respectivo, y solamente podrá ser aplicable para el predio en que habitan.  
(ADICIONADO, P.O. 03 DE JULIO DE 2007) 
Para el acreditamiento de la condición de indígena, las autoridades fiscales municipales tomaran en cuenta los padrones correspondientes.
(ADICIONADO, P.O. 03 DE JULIO DE 2007) 
Los ayuntamientos podrán plantear en su Iniciativa de Ley de Ingresos, la reducción que refiere este artículo, para otros sectores vulnerables de su municipio, cuando las condiciones socioeconómicas lo justifiquen; la cual estaría sujeta al valor catastral que se señale en la Ley de Ingresos respectiva.

Conforme al primer párrafo del dispositivo anterior, el impuesto predial, constituye una contribución de carácter anual, la cual debe ser pagada en una sola exhibición, dentro de los tres primeros meses del año, de ahí que conforme a lo previsto en el artículo en comento; el cómputo del plazo de cinco años para que opere la caducidad, comenzará a contarse a partir del día siguiente a aquél en que debió efectuarse el pago anual del impuesto predial, esto es, el día primero de abril de cada año.

En ese contexto, de las documentales consistentes en el original del recibo de entero folio número **********, en el que consta el pago por concepto de impuesto predial, actualización, recargos y rezagos correspondiente a los ejercicios fiscales 2018, 2019 y 2020, relativos a la clave catastral: **********, emitido el 04 cuatro de diciembre del 2023 dos mil veintitrés, por la oficina recaudadora de la Tesorería Municipal, por loa cantidad total de ********** visible a fojas 9 de autos, ya valoradas con anterioridad, se advierte que en la fecha en que la autoridad efectuó el cobro del impuesto predial, en relación al año  2018, su facultad de cobro ya había caducado, en razón de haber transcurrido en exceso los 5 años que para ese periodo debió considerar conforme a las disposiciones fiscales señalas con anterioridad.
En ese orden de ideas, se tiene que el periodo de dos mil dieciocho, se encuentra caducado, ello es así, por las siguientes razones:

a).- El cómputo del plazo para que opere la caducidad, por regla general, se inicia a partir de la fecha en que haya vencido el plazo que tiene el contribuyente para cumplir en tiempo y forma con una obligación fiscal a su cargo, o a partir de la fecha en que haya ocurrido el hecho generador de aquella, conforme a lo señalado en el Artículo 37 del ordenamiento legal ya citado 
b).- De conformidad con lo dispuesto por el artículo 20 de la Ley de Hacienda para los Municipios de San Luis Potosí, dicho impuesto se cubrirá dentro de los tres primeros meses de cada año, por lo que el último día de pago fue el treinta y uno de marzo del dos mil dieciocho. Por lo que el crédito se hace exigible un día después, es decir, el primero de abril del dos mil dieciocho. 

c).- Es entonces que para que opere la caducidad de la Autoridad para fincar dicho crédito, tiene que transcurrir cinco años, a partir del día primero de abril del dos mil dieciocho, sin que haya existido facultad de comprobación alguna, o que se haya interpuesto medio de defensa, ya que como se ha expresado con anterioridad dicha presunción se toma en cuenta, ya que la autoridad es omisa en pronunciarse si hubo alguna causa de suspensión de la figura de la caducidad. 

d).- Por lo que el término de cinco años se cumplió el día primero de abril de dos mil veintitrés, y siendo que la autoridad ejerció su facultad de cobro del ejercicio 2018, el pasado 04 cuatro de diciembre de 2023 dos mil veintitrés–según el recibo de entero folio número ********** acompañado por la parte actora en su escrito inicial de demanda-, había caducado la facultad de la autoridad para determinar dicho crédito fiscal.

Es decir, que a la fecha en que la autoridad efectuó el cobro del impuesto predial correspondiente al ejercicio 2018,  ya se encontraban extintas sus facultades para requerir el cumplimiento de pago del impuesto predial correspondiente a dicho ejercicio fiscal, ya que se actualiza por disposición legal la figura jurídica de la caducidad de facultades de la autoridad, conforme a lo previsto en el Artículo 37 del citado Código Fiscal del Estado, pues el cómputo de los cinco años respecto de dicho periodo comenzó el día primero de abril de 2018, de tal manera que a la fecha en que la autoridad efectuó el cobro a la ahora actora ya se encontraban extintas sus facultades para requerir el cumplimiento de pago del impuesto predial correspondiente a dicho ejercicio fiscal. 

Con base en lo expuesto, esta Sala Unitaria considera que la autoridad demandada estaba impedida para considerar en el recibo de entero folio número ********** por concepto de impuesto predial, actualización, recargos y multas, las correspondientes al ejercicio del año 2018, en virtud de haber operado la caducidad de sus facultades para requerir y determinar un crédito fiscal. 

Motivo de lo anterior, es de declarase la nulidad parcial del recibo de entero folio número ********** única y exclusivamente en cuanto al pago del impuesto predial del año 2018, en virtud de que a la fecha en que se realizó el cobro de dicho concepto dicho concepto, dicho ejercicio ya se encontraba caduco, máxime que la autoridad demandada no acredita en forma alguna que el plazo de caducidad se haya suspendido con base en alguno de los supuestos establecidos en el Artículo 37 del citado Código.
En consecuencia, con fundamento en los artículos 250, fracción IV, 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado, se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ y por tanto la NULIDAD PARCIAL del acto impugnado consistente en recibo de entero folio número AM 755941********** única y exclusivamente en cuanto al pago por concepto de impuesto predial del año 2018, así como la actualización y recargos correspondiente a dicho concepto, debido a que  únicamente en lo que se refiere a dicho ejercicio, operó la caducidad para haber requerido el cumplimiento del pago anual correspondientes a dicho periodo al actualizarse la causal de ilegalidad prevista en la fracción IV, del artículo 250, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, por lo que se ordena a la autoridad demandada efectuar la devolución de la cantidad correspondiente al pago erogado por el actor por concepto de impuesto predial ejercicio 2018, así como la actualización y recargos que en el mismo recibo se encuentren vinculados a dicho pago.

SÉPTIMO.- En el presente considerando se procede a estudio del pago de lo indebido que señala la parte actora, respecto del recibo de entero folio número **********.

Retomando los argumentos de la parte actora en el sentido de que son improcedentes los pagos por conceptos de multas y gastos de ejecución ya que nunca se requirió y que por tanto el cobro por concepto de “Gastos de Ejecución” es ilegal porque la autoridad en ningún momento ejerció sus facultades de comprobación y requerimiento de pago, por lo que dicho cobro es ilegal; esta Sala Unitaria considera que es parcialmente fundado el argumento que la parte actora, por las consideraciones siguientes.
Tocante al recibo de entero folio número **********, la actora reclama el pago de lo indebido por la cantidad total de **********, que deriva del cobro de los conceptos e importes que hace consistir de la manera siguiente:

a) "Multa Vencimiento P", por la cantidad de **********, y

b) "Gastos de ejecución", por la cantidad de **********.

En ese orden el recibo de entero que ahora nos ocupa, se encuentra agregado a foja 8 de autos, al haber sido exhibido por la actora para acreditar la existencia del acto, valorado con anterioridad y el cual se inserta en  imagen digitalizada enseguida.

(Imagen digitalizada
De la imagen digitalizada del documento se advierte que dentro de los conceptos de cobro, si bien es cierto, se encuentra el de "Multa Vencimiento P", por la cantidad de **********, también es cierto que, en el contenido del mismo se advierte que dicha cantidad no le fue cobrada a la hoy actora, pues en el extremo derecho del documento aparece la cantidad a cobrar en ceros “**********”, de ahí que respecto de dicho concepto resultaría materialmente imposible que se pudiera actualizar el supuesto consistente en pago de lo indebido; ello  según se advierte de la parte que interesa del documento en dónde aparece de la siguiente manera:
(Imagen digitalizada)

Por tanto, resulta infundado el argumento de la actora cuando afirma que indebidamente le fue cobrada la cantidad de **********, por concepto de "Multa Vencimiento P"., toda vez que como ya quedo precisado, dicho concepto no fue pagado, lo que se confirma de la suma total de cada una de las cantidades que contiene dicho recibo.

Por otra parte, en cuanto al argumento de la parte actora en el sentido  de que es improcedente el pago por concepto de gastos de ejecución, a juicio de esta Sala Unitaria le asiste la razón a la enjuiciante ya que del contenido del recio de entero que nos ocupa se advierte que la demandada efectuó el cobro de la cantidad de ********** por concepto de gastos de ejecución, sin embargo, como lo manifiesta la actora, la autoridad en ningún momento ejerció sus facultades de comprobación y requerimiento de pago, habida cuenta que la autoridad al dar contestación a la demanda no exhibió documento alguno del que se desprendiera que realizo algún procedimiento de requerimiento de pago, que diera lugar al pago de gastos de ejecución, de ahí que a juicio de esta juzgadora el cobro del mismo deviene en ilegal.

Motivo de lo anterior, es de declarase la nulidad parcial del recibo de entero folio número ********** única y exclusivamente en cuanto al pago realizado por concepto de por concepto de gastos de ejecución, por la cantidad de ********** en virtud de que no se acredito que la demandada haya efectuado alguno procedimiento para requerir el pago del impuesto predial de los periodos 2021-2023.
En consecuencia, con fundamento en los artículos 250, fracción IV, 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado, se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ y por tanto la NULIDAD PARCIAL del recibo de entero folio número ********** única y exclusivamente en cuanto al pago por concepto de gastos de ejecución, por la cantidad de **********), al actualizarse la causal de ilegalidad prevista en la fracción IV, del artículo 250, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, por lo que se ordena a la autoridad demandada efectuar la devolución de la cantidad de ********** indebidamente cobrada por concepto de gastos de ejecución, junto con las actualizaciones e intereses correspondientes a dicha cantidad; resaltando que el pago de intereses se identifican con la naturaleza indemnizatoria en caso de mora.
Lo anterior con sustento en el criterio del pleno de Circuito en la jurisprudencia cuyos datos de localización, rubro y contenido es el siguiente.
Registro digital: 2020849, Instancia: Plenos de Circuito, Décima Época, Materias(s): Administrativa, Tesis: PC.XXVII. J/22 A (10a.), Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 71, Octubre de 2019, Tomo III, página 2908, Tipo: Jurisprudencia

INTERESES Y RECARGOS AL DEVOLVER EL PAGO DE LO INDEBIDO. MOMENTO EN QUE SE ACTUALIZA EL DERECHO A RECIBIRLOS CON MOTIVO DE UN APROVECHAMIENTO CUANDO NO SE HAYA SOLICITADO SU DEVOLUCIÓN Y ÉSTA PROCEDA EN CUMPLIMIENTO A LA SENTENCIA DE UN ÓRGANO JURISDICCIONAL (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE QUINTANA ROO). La interpretación relacionada de los artículos 26, párrafos primero y penúltimo, y 28, segundo párrafo, del Código Fiscal Municipal del Estado de Quintana Roo, permite establecer que el segundo de ellos puede aplicarse por analogía a la devolución de los recargos que menciona el primer dispositivo, los cuales deberán ser cuantificados al igual que los intereses; por tanto, si la devolución de tales conceptos es en cumplimiento a una sentencia emitida por un órgano jurisdiccional (cuando no medió solicitud de devolución), el derecho a recibirlos se actualiza desde que se presentó la demanda del juicio relativo, tratándose de los pagos efectuados con anterioridad a dicho supuesto y por los posteriores, a partir de que se efectuó el pago.

Por lo expuesto, fundado en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º fracción III, 9º fracción III y 28 de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, y  de los numerales  248, 249, 250 fracción IV, y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado, es de resolverse y se;

R E S U E L V E

PRIMERO.- La Magistrada de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa es competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se decreta el Sobreseimiento del juicio por lo que hace al H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, por los motivos y fundamentos precisados en el considerando Cuarto de la presente sentencia.
TERCERO.- Se decreta la Nulidad parcial del recibo de entero folio número ********** única y exclusivamente en cuanto al pago por concepto de gastos de ejecución, por la cantidad de ********** de acuerdo con las consideraciones, fundamentos, motivos y para los efectos expuestos en el Considerando SEXTO de ésta Sentencia.
CUARTO.- Se decreta la Nulidad parcial del recibo de entero folio **********, únicamente en cuanto al pago por concepto de impuesto predial del año 2018, así como la actualización y recargos correspondiente a dicho concepto, de acuerdo con las consideraciones, fundamentos, motivos y para los efectos expuestos en el Considerando SEPTIMO de ésta Sentencia.
QUINTO.- Notifíquese personalmente al actor y por correo electrónico a las autoridades.

Así lo resolvió y firma, la Magistrada del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe.- RUBRICAS.

	“Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí”



�  ARTICULO 37.- Las facultades de las autoridades para comprobar el cumplimiento de obligaciones fiscales de pago de contribuciones y accesorios, así como presentación de declaraciones, avisos y documentos, al igual que para determinar créditos fiscales, caducan en cinco años, contados a partir de la fecha en que se haya presentado la información necesaria para que la autoridad hubiera podido determinar la obligación o, en su defecto, a partir de la fecha en que haya ocurrido el hecho generador de la obligación o vencido el plazo para su cumplimiento. 





El plazo de caducidad, podrá ser de diez años en los casos en que el contribuyente no se haya inscrito en el padrón o registro correspondiente o no conserve en el plazo legal, la contabilidad o documentación a que esté obligado. 





El plazo de caducidad se suspende durante el ejercicio de las facultades de comprobación de la autoridad y durante la tramitación de los medios de defensa y juicios a que tenga derecho el contribuyente. En todo caso, el plazo de caducidad, incluyendo las suspensiones, no podrá exceder de diez años. 


 


Los contribuyentes podrán solicitar a la autoridad fiscal que se declare expresamente la caducidad de sus facultades de comprobación o determinación respecto de una obligación concreta, así como oponer como excepción este derecho en los medios de defensa.


”El énfasis es añadido” 


� “ARTICULO 38.- La obligación de pago de un crédito fiscal prescribe en favor del contribuyente o responsable solidario, en un plazo de cinco años a partir de que pudo ser legalmente exigido.


El término de la prescripción se interrumpe con la notificación formal de un acto dentro del procedimiento administrativo de ejecución, o con el reconocimiento expreso o tácito del deudor respecto del crédito.


Los contribuyentes podrán solicitar a la autoridad se declare la prescripción de un crédito, así como oponer como excepción este derecho en los medios de defensa.”








